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Resumen 
En este artículo se discute si el Arbitraje Comercial Internacional se puede utilizar como 
mecanismo para eliminar la protección dada a los agentes comerciales por la ley colombiana una 
vez se termina el respectivo contrato. En principio, las partes de estos contratos pueden pactar 
que sus diferencias sean resueltas mediante arbitraje internacional y con fundamento en un 
derecho sustancial extranjero aplicable a dichos contratos. Ello también implica distinguir entre 
la posibilidad de pactar el arbitraje internacional y el hecho de que los tribunales arbitrales deban 
o no aplicar la ley colombiana al fondo del asunto. Inicialmente, los tribunales arbitrales 
internacionales no estarían obligados a aplicar la ley colombiana al fondo del asunto, pues las 
normas locales de protección a los agentes comerciales colombianos no encajarían en la noción 
restrictiva de “orden público internacional” o, incluso, en la de “orden público realmente 
internacional”.  
 
Teniendo en cuenta que el Arbitraje Comercial Internacional es el mecanismo preferido por los 
operadores económicos privados para resolver sus controversias transfronterizas, en este artículo 
se podrán establecer las medidas que permitirán aumentar los niveles de transparencia y de 
eficacia en los arbitrajes Cámara de Comercio Internacional (CCI).  
 
La metodología utilizada en la elaboración del presente artículo, corresponde a una exploración 
documental con carácter descriptivo apoyada en una investigación cualitativa a través de la 
recolección de datos secundarios, los cuales permitirán obtener características inductivas sobre 
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los aspectos más relevantes de la institución del arbitraje y sus normativas en Colombia e 
Internacionalmente como método de resolución de conflictos en los agentes comerciales.  
 
Summary 
This article discusses whether international commercial arbitration can be used as a mechanism 
to eliminate the protection given to commercial agents by Colombian law once the respective 
contract is terminated. In principle, the parties to these contracts may agree that their differences 
be resolved through international arbitration and based on a substantial foreign right applicable 
to such contracts. This also implies a distinction between the possibility of agreeing international 
arbitration and the fact that the arbitral tribunals should or should not apply Colombian law to the 
merits of the case. Initially, international arbitral tribunals would not be required to apply 
Colombian law to the merits of the case, since local rules of protection for Colombian 
commercial agents would not fit into the restrictive notion of "international public order" or even 
" Really international public order ".  
 
Taking into account that International Commercial Arbitration is the mechanism preferred by 
private economic operators to resolve their cross-border disputes, this article will be able to 
establish the measures that will increase the levels of transparency and efficiency in arbitrations 
International Chamber of Commerce (CCI). 
 
The methodology used in the elaboration of this article corresponds to a descriptive documentary 
exploration supported by a qualitative investigation through the collection of secondary data, 
which will allow to obtain inductive characteristics on the most relevant aspects of the institution 
of arbitration and its standards in Colombia and Internationally as a method of conflict resolution 
in commercial agents. 
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Metodología  
La metodología utilizada en la elaboración del presente artículo, corresponde a una exploración 
documental con carácter descriptivo apoyada en una investigación cualitativa a través de la 
recolección de datos secundarios, los cuales permitiran obtener características inductivas sobre 
los aspectos más relevantes de la institución del arbitraje y sus normativas en Colombia e 
Internacionalmente como método de resolución de conflictos en los agentes comerciales.  
 
De acuerdo a las características cualitativas y de apoyo para el tipo de investigación se tuvo en 
cuenta la información de instituciones que se dedican al arbitraje, como las Cámaras de Arbitraje 
más relevantes internacionalmente y su funcionamiento, sin olvidar las recomendaciones 
realizadas por la CNUDMI o, en inglés UNCITRAL, siglas de Comisión de las Naciones Unidas 




La técnica utilizada para procesar la información obtenida durante el desarrollo del artículo fue 
de descripción y análisis de contenido y del procesamiento de la información recopilada del 
material bibliográfico que tratan en profundidad la configuración de una agencia comercial,  la 
contratación internacional, el origen del arbitraje, el arbitraje internacional como mecanismo de 
solución de controversias, el artículo 1328 del Código de Comercio como una norma de orden 
público internacional, el reconocimiento y ejecución del laudo arbitral en Colombia, entre otros. 
 
El enfoque de carácter cualitativo permite considerar aspectos relacionados con las percepciones 
de los distintos actores involucrados en los sistemas de solución de controversias originados en 
materia de contratos de agencias mercantiles ejecutados en Colombia. 
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Al configurarse un negocio de agencia comercial en la práctica, se desprenden algunos efectos 
importantes para el proveedor y el “distribuidor” respectivos. Para el primero, la existencia de la 
agencia constituye un riesgo legal y comercial, pues muchas legislaciones, entre ellas la 
colombiana, consagran unos determinados beneficios, derechos o compensaciones para el 
intermediario comercial, una vez culmina la relación contractual. Para el “distribuidor” o 
intermediario, la existencia de la agencia confiere una protección especial, en la medida en que la 
ley le otorga derechos o ventajas económicas cuando termina el negocio.  
 
En Colombia, la legislación comercial otorga esta protección, bajo dos modalidades o 
prestaciones, a saber: la denominada “cesantía” comercial y la “indemnización equitativa”. 
(Decreto 410 de 1971, art. 1324, Colom.). En ambos casos, la protección para el agente mercantil 
opera cuando termina el contrato. 
 
Independientemente de las aproximaciones doctrinales y jurisprudenciales referentes a la 
exigibilidad de estos beneficios, a su forma de pago o a la posibilidad de renunciar a obtenerlos, 
lo cierto es que las previsiones normativas mencionadas constituyen una parte integral del 
análisis de riesgos que las empresas efectúan para escoger y poner en marcha el respectivo 
sistema de distribución. En últimas, los riesgos legales derivados de la existencia de una agencia 
comercial, se suelen materializar en el ámbito del mecanismo aplicable para la solución de 
controversias entre el intermediario mercantil y la empresa principal o contratante.  
 
La contratación internacional no ha sido ajena a esta circunstancia. Por el contrario, ha sido un 
escenario de recurrente controversia sobre este particular, pues es común que empresas 
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extranjeras busquen crear, ampliar o consolidar su presencia en el mercado local a partir de 
diversos sistemas de distribución.  
 
Por lo tanto, el Arbitraje Comercial Internacional se convierte en el mecanismo preferido por los 
operadores económicos privados para resolver sus controversias transfronterizas. En términos 
cuantitativos el arbitraje comercial internacional es muy relevante. Efectivamente, los 
protagonistas del comercio, las grandes empresas, no actúan a nivel local. La gestión de sus 
intereses les lleva a abrirse a la “internacionalidad”, extendiendo sus negocios a nuevos 
mercados como forma de incrementar sus ingresos, ser más competitivas y diversificar riesgos. 
 
Los arbitrajes internacionales suelen congregar actores de diversas culturas u orígenes, razón por 
la cual se hace necesario, para un exitoso desempeño del arbitraje comercial internacional, 
recoger las buenas prácticas internacionales. 
 
Las buenas prácticas en el arbitraje comercial internacional buscan fortalecer la confiabilidad en 
el sistema arbitral y asegurar la eficiencia, economía y transparencia del procedimiento arbitral. 
 
Bajo estas circunstancias, se plantea el siguiente problema jurídico: ¿Qué medidas permitirán el 
aumento de los niveles de transparencia y de eficacia en los Arbitrajes de Comercio 
Internacional?  
 
1. El Arbitraje Internacional: ¿Un as bajo la manga? 
El arbitraje se origina en la voluntad de los contratantes e implica su renuncia a resolver sus 
diferencias ante la justicia ordinaria de los Estados. De este modo, se busca acudir a un 
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mecanismo diferente de solución de conflictos, mediante el cual, se resuelvan éstos últimos 
mediante un laudo arbitral, el cual tiene un carácter final y obligatorio.   
 
En la contratación internacional, el arbitraje es el mecanismo por excelencia para la solución de 
controversias (Carbonneau, 1984, p. 34). En Colombia, el arbitraje internacional fue reconocido 
expresamente por la ley 315 de 1996 y la expedición del Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional se realizó a través de la ley 1563 de 2012 (Ley 1563 de 2012, Colom.).  Este 
estatuto, basado parcialmente en la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Arbitraje Comercial 
internacional, pretende modernizar las normas colombianas sobre arbitraje, armonizarlas con 
otras leyes nacionales, e incentivar a las partes de contratos con algún componente transnacional 
a escoger a Colombia como sede para sus arbitrajes internacionales (C.C.B., 2017). 
 
En relación con el arbitraje nacional, el nuevo estatuto recoge la experiencia de la práctica 
arbitral colombiana, las normas que estaban dispersas en leyes o decretos y las sentencias de la 
Corte Constitucional sobre la materia. Al hacerlo, resuelve el grave problema de la dispersión 
normativa. 
 
Adicionalmente, el estatuto agiliza y simplifica los procesos arbitrales nacionales, estableciendo 
reglas claras en temas como la designación de árbitros, los términos, el uso de medios 
electrónicos y las causales de anulación. Asimismo, moderniza el régimen jurídico que rige el 
arbitraje nacional, eliminando del ordenamiento jurídico algunas instituciones idiosincráticas de 
la cultura jurídica local e introduciendo en su lugar normas afines con la aproximación que sobre 
la misma materia se ha seguido en otras latitudes. 
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Con la promulgación de la Ley 1563 del 12 de julio del 2012,  particularmente su sección tercera 
(en adelante, Estatuto Arbitral Internacional o estatuto), Colombia da un paso adelante en 
promover el arbitraje internacional como un medio privilegiado de resolución de disputas. De 
esta manera, Colombia sigue el camino tomado por los países que se han inspirado en la Ley 
Modelo de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional sobre 
Arbitraje Comercial Internacional de 1985, con las enmiendas del 2006 (en adelante, Ley 
Modelo). (Esguerra, 2012, pp. 15-25).   
 
Gracias al creciente desarrollo económico colombiano en la última década, los intereses 
comerciales internacionales del país han pasado a un primer plano. Ello ha llevado a hacer 
prioritaria la reforma en materia de arbitraje internacional, con el objetivo de mejorar el 
posicionamiento del país y prepararlo para la entrada en vigencia de los tratados de libre 
comercio que el Gobierno ha venido promoviendo y negociando (Portafolio, 2011). 
 
El Estatuto Arbitral Internacional deroga la Ley 315 de 1996, que fue un tímido intento por 
regular el arbitraje internacional en Colombia. Constituyéndose en el único cuerpo jurídico 
interno que rige el arbitraje internacional, el estatuto, al inspirarse en la Ley Modelo, quiere dar 
confianza a los usuarios del comercio internacional. 
 
Ello significa que la legislación colombiana, en armonía con muchas otras legislaciones 
nacionales, refrenda la posibilidad de que las empresas colombianas acudan a dicho mecanismo, 
para resolver las diferencias que surjan con empresas extranjeras en relación con un contrato 
internacional, como lo puede ser cualquier sistema de distribución mercantil, incluyendo a la 
agencia comercial. 
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El arbitraje internacional, en sus diferentes modalidades, reconoce la primacía del principio de la 
autonomía privada (Angel, 2016, pp.71-91). Como corolario de esta circunstancia, se parte de la 
premisa, según la cual, las partes pueden pactar la ley sustancial aplicable al contrato (Ley 315 
de 1996, art. 2°, Colom.). (Ley Modelo de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional, 1985, art. 28(1), EE.UU.).  Esto significa que un arbitraje internacional, 
surgido a partir de controversias basadas en un sistema de distribución, como la agencia 
mercantil, admitiría la posibilidad de que cualquier sistema jurídico se aplicase al respectivo 
contrato para determinar los derechos y obligaciones de las partes. 
 
En términos concretos, el arbitraje internacional, al permitir la estipulación de un derecho 
sustancial extranjero, abriría la posibilidad para que una empresa colombiana, que invocase la 
existencia de una agencia mercantil en su favor, no pudiese reclamar las prestaciones 
consagradas en el artículo 1324 del Código de Comercio. Esto se debe precisamente a que la ley 
sustancial aplicable al contrato podría no ser la ley colombiana, dado que el arbitraje 
internacional le permite a las partes escoger cualquier sistema jurídico aplicable al contrato 
(Gaviria, 2013, pp. 259-281). 
 
Cualquier discusión terminaría con estas afirmaciones, pues en lugar de buscar la eliminación o 
mitigación del artículo 1324 del Código de Comercio, los empresarios extranjero, que desearen 
establecerse en el mercado colombiano, simplemente incluirían unas cláusulas arbitrales 
específicas, en los formatos estándar de sus contratos, las cuales les daría la posibilidad de 
eliminar la protección otorgada por la legislación nacional a los agentes. De hecho, esto ocurre 
con frecuencia en la práctica.  
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2. El Artículo 1328 del Código de Comercio Colombiano  
El legislador mercantil, con el ánimo de blindar la protección al agente, promulgó una 
disposición que dice lo siguiente: “Artículo 1328. Para todos los efectos, los contratos de agencia 
comercial que se ejecuten en el territorio nacional quedan sujetos a las leyes colombianas. Toda 
estipulación en contrario se tendrá por no escrita”. 
 
Esto aparentemente significa que un contrato internacional, de agencia comercial, entre un 
agente colombiano y un proveedor extranjero, quedaría irremediablemente sujeto a la ley 
colombiana. Por tanto, cualquier disposición en contrario se entendería por no escrita o ineficaz 
(Decreto 410 de 1971, art. 897, Colom.). 
 
De hecho, en el ámbito internacional, principalmente en la Unión Europea, existen precedentes 
que dan cuenta de las restricciones aplicadas a la posibilidad de acudir al arbitraje internacional, 
bajo un derecho sustancial extranjero, cuando el contrato de agencia comercial se ejecuta en un 
territorio donde se establecen protecciones especiales para los agentes comerciales (T.J.C.E., 
Sentencia C-381/98, EE.UU.). 
 
La Convención de Nueva York de 1958 sobre el reconocimiento y ejecución de sentencias arbi-
trales extranjeras, ha sido adoptada por más de 140 países. Este instrumento propende a la 
eficacia del arbitraje comercial internacional (A.G. NU, 1958, Doc. E/CONF.26/8) al contener 
disposiciones normativas llamadas a proteger, dentro de límites razonables, la fuerza obligatoria 
y ejecutoria de los laudos arbitrales y también la de los pactos arbitrales. Como lógica 
consecuencia de su acogida en el plano internacional, se ha sostenido que la Convención es el 
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instrumento más eficaz de la legislación internacional en la historia entera del derecho comercial 
(Mustill, 1989, p. 43). 
 
2.1 Naturaleza del Artículo 1328 del Código de Comercio. 
El artículo 1328 del Código de Comercio contiene dos elementos normativos relevantes. Por una 
parte, dispone que los contratos de agencia comercial se rigen por la ley colombiana, si se 
ejecutan en Colombia. Y, por otra parte, señala que toda estipulación en contrario se entiende por 
no escrita.  
 
La consecuencia principal de la norma, radica en impedir que el agente comercial pierda la 
protección especial que le confiere el artículo 1324 del Código de Comercio, debido a la 
estipulación, con su contratante extranjero, de una ley sustancial aplicable distinta a la 
colombiana.  
 
El artículo 1328 del Código de Comercio, se puede catalogar como una norma de orden público. 
En efecto, se ha sostenido que el carácter inderogable de una norma, es la pauta fundamental 
para establecer o no su carácter de orden público (Suescún, 2003, p. 530). 
 
En otras palabras, para identificar una norma de orden público, es preciso establecer si dicha 
norma consagra o no su inderogabilidad. Bajo esta perspectiva, la norma colombiana tendría el 




El carácter de orden público de una disposición , puede tener dos acepciones distintas: (i) Por 
una parte, la norma de orden público puede corresponder al denominado “orden público de 
dirección” –leyes de policía–, que atañe a las “reglas y principios fundamentales sobre los cuales 
reposa la estructura estatal, ya sean de contenido político, social o económico […] que protegen 
intereses de la comunidad toda”; (Ghestin, 2013, pp. 528-529) y (ii) por otra parte, la norma de 
orden público puede corresponder al denominado “orden público de protección”, es decir, a las 
“[…] normas que buscan salvaguardar intereses particulares, vale decir, de ciertos empresarios, 
gremios o contratantes que tienen una posición débil de negociación frente a la otra parte que 
ostenta una posición de dominio para efectos del establecimiento de los términos y condiciones 
que han de gobernar una relación negocial”. 
 
En Colombia, es una realidad notoria e indiscutible que el legislador mercantil (Olavarría, 1970, 
p. 10) quiso proteger a un gremio particular, esto es, al de los agentes comerciales, mediante la 
inclusión de las prestaciones previstas en el artículo 1324 del Código de Comercio. El artículo 
1328 de dicha normativa, sería la manera de blindar la referida protección. 
En principio, el artículo 1328 del Código de Comercio, sería una norma de orden público de 
protección. En estricto rigor, no tendría el carácter de norma de orden público de dirección, dado 
que no sería un principio fundamental de la estructura estatal colombiana, con alcances para toda 
la comunidad (Suescún, 2003, pp. 532-533). 
 
2.2 ¿El Artículo 1328 del Código de Comercio es una norma de orden público internacional? 
Se ha señalado que los tribunales de arbitramento internacional (Gamboa, 2006, p.13) no tienen 
el deber de aplicar las normas de orden público de los Estados conexos con las partes o la 
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transacción comercial, salvo que dichas normas encajen en la noción, eminentemente restrictiva, 
de “orden público realmente internacional”.  
 
La noción de “orden público internacional”, a su vez, ha sido concebida como la única que puede 
bloquear la efectividad de un laudo arbitral, dentro de un trámite para el reconocimiento y 
ejecución de un laudo arbitral (Mayer y Sheppard, 2004, p. 209).  
 
Por tanto, se debe establecer si una norma de orden público de protección, como lo es el artículo 
1328 del Código de Comercio, encajaría o no en la noción de orden público internacional o 
incluso, de orden público realmente internacional. Si la respuesta es afirmativa, se tendría que 
concluir (i) que los árbitros, en un momento dado, podrían desestimar la voluntad de las partes al 
escoger una ley sustancial diferente de la ley colombiana para regular el contrato de agencia y 
(ii) que un laudo arbitral, basado en la aplicación de esa ley extranjera, no obtendría su 
reconocimiento y ejecución por parte de una autoridad judicial extranjera o colombiana. 
 
Como punto de partida, es oportuno señalar que el concepto de orden público internacional, es 
esencialmente difuso (Medina, 2014, pp. 153-159). Se ha sostenido que el “orden público 
internacional de cada Estado incluye: (i) principios fundamentales, relativos a la justicia o 
moralidad, que el Estado desee proteger aun cuando no lo atañan directamente; (ii) normas 
diseñadas para servir a los intereses políticos, sociales o económicos fundamentales del Estado, 
siendo estas conocidas como lois de police o ‘normas de orden público’ y (iii) el deber del 
Estado de respetar sus obligaciones con otros Estados u organizaciones internacionales” (Mayer 
y Sheppard, 2004, p. 220). Un tribunal de Estados Unidos, a su turno, ha concebido el orden 
público internacional como “[…] los conceptos más básicos de moralidad y justicia del Estado” 
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(C.A., Caso No. 74-1642, 74-1676, EE.UU.). La jurisprudencia suiza, por su parte, ha señalado 
que la noción de orden público internacional se desconoce, en la medida en que se violen 
principios jurídicos fundamentales, de tal manera que la violación no sea conciliable con el orden 
jurídico y con el sistema de valores imperante. En otro caso una corte de apelaciones de Hong 
Kong sostuvo que el orden público internacional se viola si el respectivo laudo ofende 
sustancialmente las nociones de justicia de la respectiva jurisdicción (C.A.F., Caso No. FACV 
No. 10 of 1998. HK.). 
 
El concepto también se ha definido como “[…] el conjunto de normas y principios que, en un 
momento histórico determinado, reflejan el esquema de valores esenciales, a cuya tutela atiene 
de una manera especial cada ordenamiento jurídico concreto” (Pérez, 2001, p. 163). 
 
En la práctica, el orden público internacional tiene un alcance restrictivo. Las autoridades 
competentes no tienen “carta blanca” para ensanchar dicho concepto. No cualquier norma puede 
ser de orden público internacional; debe tener una importancia fundamental para el Estado que la 
invoca. De hecho, cuando un Estado, como Colombia, reconoce el arbitraje internacional 
(Strong, 2011, pp. 145-239), también se obliga a promover este tipo de arbitraje, lo cual lo obliga 
a adoptar un alcance restrictivo frente a la noción de orden público.  
 
Bajo las definiciones citadas y, en atención a la finalidad que tiene la institución del orden 
público internacional, difícilmente se podría catalogar al artículo 1328 del Código de Comercio 
colombiano como una norma de orden público internacional. Tampoco sería una norma de orden 
público realmente internacional. 
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A lo sumo, sería una norma de orden público de protección de carácter local. En gracia de 
discusión, si fuera posible incluirla eventualmente como una norma de orden público de 
dirección, ello no necesariamente la convertiría en una norma de orden público internacional en 
Colombia. La norma no refleja los estándares fundamentales de la comunidad internacional de 
comerciantes, ni recogería un concepto básico de moralidad y justicia del Estado colombiano, ni 
reflejaría el esquema de valores esenciales de dicho Estado, como tampoco su vulneración sería 
irreconciliable con los principios fundamentales de su derecho interno. 
 
De ahí que sea discutible que un tribunal arbitral o una autoridad judicial le atribuyan al artículo 
1328 un carácter absoluto o, lo que es similar, el carácter de orden público internacional 
(Holguín, 1991, pp. 406-418). 
 
De acuerdo con las convenciones internacionales ratificadas por Colombia se pueden someter a 
arbitraje internacional –aún con sede fuera del país– arbitrajes en los que se debata la existencia 
o no de una agencia comercial, con el único requisito de que el arbitraje reúna los elementos 
necesarios para ser considerado internacional (Zuleta, 2004, pp.139-161). 
 
En atención a todo lo anterior, se puede señalar que un tribunal de arbitramento internacional, 
con sede en otro país, difícilmente aplicaría el artículo 1328 del Código de Comercio 
colombiano, si las partes de una agencia comercial, ejecutada en Colombia, optaren por acudir a 
un arbitraje internacional, bajo leyes sustanciales extranjeras. En principio, la consecuencia 
radicaría en que el agente, al pactar el arbitraje, estaría abocado a perder la protección conferida 
por la legislación comercial nacional. 
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En este punto, es interesante formular unas breves reflexiones de la situación a la luz del marco 
comunitario europeo, en el cual se han planteado algunas limitaciones frente a la posibilidad de 
pactar el arbitraje internacional, con ley sustancial extranjera, a los contratos de agencia 
ejecutados en dicho territorio. 
 
Es así como la Directiva 86/653/CEE del Consejo de las Comunidades Europeas, relativa a la 
coordinación de los derechos de los Estados miembros en lo referente a los agentes comerciales 
independientes, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas negó la posibilidad de que 
un contrato de agencia comercial, ejecutado en Inglaterra, se pudiera regir por las leyes de 
California (T.J.C.E., Sentencia C-381/98, EE.UU.). 
 
Las cortes belgas, a su turno, han adoptado una posición restrictiva frente a la posibilidad de 
acudir al arbitraje internacional cuando las controversias se derivan de contratos de distribución 
(Redfern y Hunter. Derecho y Práctica del Arbitraje Comercial Internacional, 2004, sec. 10-50). 
En dicho sentido, la legislación belga consagra que el intermediario mercantil puede demandar a 
la empresa principal en Bélgica, una vez termina el respectivo contrato de manera injustificada 
(Maseda, 2000, p. 23). 
 
Finalmente, la Corte de Apelaciones inglesa adoptó una reciente decisión afín al citado fallo del 
Tribunal de Justicia (T.S.J., Caso No. C-343/09, ING.). En el caso, ocurrió que una empresa 
canadiense suscribió un contrato con una empresa inglesa para la distribución de software en 
territorio europeo. El contrato tenía una cláusula arbitral, según la cual, las controversias se 
resolverían mediante un arbitraje en Ontario. 
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3. El Reconocimiento y Ejecución del Laudo Arbitral en Colombia. 
Aquí se presenta un escenario en el cual, el agente comercial colombiano ha obtenido un laudo 
arbitral desfavorable para sus pretensiones. El laudo, al aplicar la ley sustancial de otro país, 
seguramente ha reconocido la existencia de un contrato de agencia comercial, pero la ley 
aplicable al negocio, al no ser la colombiana, no contiene la protección consagrada en el artículo 
1324 del Código de Comercio.  
 
Si el laudo, además de ser desfavorable al agente, lo condenara a pagar una suma de dinero (por 
un incumplimiento del contrato), el agente posiblemente buscaría evitar que la decisión surta 
efectos en Colombia, salvo que quisiera pagar la condena voluntariamente.  
 
En ese caso, el agente intentaría “bloquear” el reconocimiento y ejecución del laudo arbitral, en 
el momento en que su proveedor extranjero trate de hacerlo efectivo en Colombia. Para el efecto, 
invocaría que el laudo arbitral ha violado el orden público de Colombia, al ser resuelto con base 
en una ley sustancial extranjera, pese a la existencia de una norma expresa –el artículo 1328 del 
Código de Comercio– que somete el contrato obligatoriamente a la ley colombiana.  
 
La Convención de Nueva York de 1958 sobre reconocimiento y ejecución de sentencias 
arbitrales extranjeras permite a las cortes judiciales, de los Estados miembros de la Convención 
(Colombia es parte), denegar el reconocimiento y ejecución de un laudo arbitral, proferido en 
otra jurisdicción, si dicho laudo fuere contrario al “orden público” del Estado donde se tramite el 




La denegación del reconocimiento y ejecución de un laudo, con fundamento en la causal de 
“orden público”, debe tener un carácter excepcional. Por tanto, la noción de “orden público”, 
como tal, debe tener un contenido restrictivo, pues de lo contrario, los laudos arbitrales 
afrontarían innumerables obstáculos para su reconocimiento en diferentes jurisdicciones. Es así 
como se ha sostenido que el “orden público internacional” es la única noción que puede bloquear 
la efectividad de un laudo arbitral.  
 
La Corte Suprema de Justicia colombiana, parece coincidir con las apreciaciones anteriores. 
Dicha Corporación ha sostenido que la denominada excepción de orden público cumple en 
últimas una función de defensa que preserva a los Estados de las perturbaciones que puedan 
derivarse de la aplicación directa o indirecta de normas extranjeras, en los supuestos 
cuidadosamente comprobados en que debido a esa aplicación se introduce en realidad un 
elemento de intolerable desequilibrio en el seno del ordenamiento jurídico (C.S.J., Sentencia C-
3626/96, Colom.). 
Del mismo modo, la referida Corporación, en un trámite de exequátur promovido por una 
sociedad extranjera, tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre la causal de orden público como 
barrera para el reconocimiento de una sentencia judicial, proferida por un tribunal judicial en 
Portugal (C.S.J., Sentencia SC 9909/2017, Colom.).  
 
 La sentencia judicial condenaba a un agente comercial colombiano, a pagar una suma de dinero 
más unos intereses moratorios. El agente comercial colombiano se opuso a las pretensiones de la 
sociedad extranjera. Uno de sus argumentos, sostenía que la sentencia violaba el orden público 
colombiano, pues condenaba al pago de unos intereses moratorios, en contravía de las normas 
civiles y comerciales que regulan el asunto en Colombia. La Corte concedió el exequátur. Para el 
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efecto, dicha Corporación retomó su jurisprudencia anterior y formuló consideraciones 
relevantes, frente al trámite del exequátur y a la causal de orden público. 
 
La Corte tiene explicado que la cuestión de orden público debe examinarse a la luz de criterios 
jurídicos actualmente en vigor y no anteponiendo principios generales que “traen como resultado 
el hacer prevalecer un ‘orden público’ defensivo y destructivo, no así un ‘orden público 
dinámico, tolerante y constructivo que reclama la comunidad internacional en el mundo 
contemporáneo’” (C.S.J., Sentencia 6130/96, Colom.). 
 
Lo contrario implicaría aceptar la excepción de orden público como “un simple subterfugio para 
facilitar el triunfo de antojadizos nacionalismos” que conducirían al “absurdo de permitir a las 
personas residentes en Colombia asumir compromisos en el exterior, sabiendo que pueden 
incumplir impunemente en tanto se pongan al abrigo de las fronteras de su país (C.S.J., Sentencia 
3894/94, Colom.). 
 
Desde luego que el exequátur tiene como objetivo verificar la regularidad internacional de la 
sentencia y no calificar lo decidido por el juez competente. El concepto de exequátur, dice la 
Corte, “obedece a la necesidad de un trámite inspirado en el principio de soberanía estatal, lo que 
significa que no ha de debatirse la justicia o acierto del fallo que se presenta para ser acogido” 
(C.S.J., Sentencia SC 7121/2017 Colom.).  
 
Así pues, se observa cómo la Corte Suprema de Justicia ha venido empleando un criterio 
eminentemente restrictivo al momento de determinar si una decisión extranjera viola o no el 
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orden público. Este criterio refrenda la noción de orden público internacional como barrera para 
el reconocimiento y ejecución de laudos extranjeros en Colombia. 
 
Todos los anteriores lineamientos indican que el agente comercial colombiano, al pactar el 
arbitraje comercial internacional con una empresa extranjera, podría privarse de la protección 
conferida por la legislación comercial colombiana, en el evento en que las partes pactasen una 
ley sustancial extranjera aplicable a dicho contrato. 
 
4. El Convenio Arbitral en el Arbitraje Comercial Internacional  
El Arbitraje comercial internacional es el mecanismo preferido por los operadores económicos 
privados para resolver sus controversias transfronterizas. En términos cuantitativos el arbitraje 
comercial internacional es muy relevante. Efectivamente, los protagonistas del comercio, las 
grandes empresas, no actúan a nivel local. La gestión de sus intereses les lleva a abrirse a la 
“internacionalidad”, extendiendo sus negocios a nuevos mercados como forma de incrementar 
sus ingresos, ser más competitivas y diversificar riesgos. Inmersas en esta actividad supraestatal 
surgen fricciones. La telaraña de negocios jurídicos celebrados para poder desempeñar su objeto 
implica el nacimiento de conflictos que deben ser resueltos de forma rápida, neutral y eficaz. 
(Valencia, A. et al., 2014).  
 
Es el escenario de los negocios internacionales donde el arbitraje comercial internacional se 
impone como el mejor cauce, las partes tratan de evitar el recurso a la jurisdicción ordinaria por 
miedo a que el resultado del pleito se decante a favor del litigante que “juega en casa”, prefieren 
entonces acudir a un tercero privado que a un juez vinculado a un determinado orden 
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gubernativo.  Este propósito de sustraer la controversia del conocimiento del poder judicial, se ve 
demasiadas veces frustrado por la redacción incorrecta del convenio arbitral. 
 
La actualidad de este problema  es evidente, pues son muchos los casos en los que el acuerdo 
arbitral es válido pero su redacción no es adecuada, conteniendo vicios, errores o ambigüedades 
que obstaculizan su finalidad principal. 
 
Debido a la importancia del derecho que se extingue cuando las partes acuerdan el arbitraje, esto 
es la renuncia a obtener una resolución judicial de la controversia, la cuestión de la validez del 
arbitraje es crucial. Así, para afirmar que un arbitraje es válido se deben identificar cuáles son los 
requisitos esenciales que han de concurrir en el convenio arbitral, lo cual implica un análisis de 
la normativa aplicable. 
 
Por lo tanto, se consideran que son caracteres esenciales del convenio arbitral: la voluntad de las 
partes para suscribir el acuerdo, la arbitrabilidad de la materia objeto del convenio, la forma 
escrita del acuerdo y la determinación de la relación jurídica sobre la que recaiga. 
 
Únicamente cuando concurran estos supuestos se podrá afirmar la validez del convenio y 
consecuentemente, desplegará los efectos que típicamente se le atribuyen: excluir la competencia 
de los tribunales para conocer del asunto y atribuir poder a los árbitros para decidir sobre la 
controversia. (Ospina, 2014, p.17). 
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De otra parte, se afirma que el arbitraje comercial internacional es confidencial sin que, a fin de 
cuentas, se precisen ni la fuente ni el ámbito de dicha confidencialidad. Dicha afirmación es hoy 
día fuente de controversias (Born, 2009, pp. 2250-2251). 
 
Quizás el mejor esfuerzo que fuera realizado para proponer una fuente de la confidencialidad 
provino del derecho de las obligaciones y del contrato en general. Después de todo, el derecho 
arbitral no es sino una combinación (i) del derecho de las obligaciones y del contrato en general 
y (ii) de los principios de orden legislativo o, según el caso, jurisprudencial de la “autonomía del 
convenio arbitral” y de la “competencia-competencia”. Para algunos, en efecto, la 
confidencialidad del arbitraje comercial internacional era y es un principio o elemento inherente 
al convenio arbitral internacional. Esta teoría siempre hace pensar, en particular, en aquella 
disposición de ciertos códigos civiles en las cuales se definen los elementos esenciales, naturales 
y accidentales de los contratos. (Silva, 2013, pp. 35-55). 
 
El convenio arbitral desde el punto de vista técnico–jurídico resulta ser un verdadero contrato de 
dación y recepción de arbitraje (Barona, 2013, p.25). 
 
Lo cierto es que el convenio arbitral resulta ser imprescindible como necesario tanto para que 
exista el arbitraje en su conjunto como asimismo para que se inicie el procedimiento arbitral. 
Pero también es cierto mencionar que no siempre que exista convenio arbitral se llevará a cabo 
un arbitraje (Barrientos, 2016, pp. 18-21). 
 
Sin embargo, como límite, el arbitraje se halla circunscrito a aquellos aspectos que las partes 
hayan querido que se vieran implicados, y sólo a esos aspectos. Así las cosas, las partes sólo 
23 
quedan vinculadas en tanto y en cuanto la actuación de los árbitros se enmarque en las cuestiones 
sometidas en el convenio arbitral. 
 
Se debe tener en cuenta que no toda controversia es motivo de arbitraje. En efecto, si bien la 
controversia es un elemento común a otras figuras jurídicas ésta no puede consistir en un mero 
desacuerdo entre las partes carente de efectos jurídicos. Entonces, se debe evaluar que ante una 
controversia suscitada entre las partes, ésta será motivo de arbitraje si efectivamente ocasiona 
consecuencias jurídicas. 
 
5. El Arbitraje Comercial en Colombia 
El arbitraje está consagrado en nuestro ordenamiento jurídico como un mecanismo alternativo de 
solución de conflictos de naturaleza heterocompositiva, es decir como una herramienta opcional 
a la jurisdicción ordinaria (Rey, 2013, pp. 199-237), para resolver las diferencias que hayan 
acaecido o puedan surgir entre las personas. 
 
Facultad que tienen los particulares en ejercicio de la autonomía de su voluntad, para decidir no 
acudir a la jurisdicción administrada por el Estado (Mayorca, 2013, pp. 2-3), si no por el 
contrario habilitar a unos particulares denominados árbitros, para resolver de forma definitiva a 
través de un laudo-providencia equivalente a una sentencia judicial que emite un juez ordinario, 
por medio de un negocio jurídico denominado pacto arbitral. 
 
Por su parte el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional define el arbitraje como un 
mecanismo alternativo a otros (Ej. Jurisdicción Ordinaria), de solución de conflictos, a través del 
cual las partes defieren a particulares (árbitros), investidos transitoriamente de la función de 
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administrar justicia y solucionar una controversia relativa a asuntos de libre disposición o 
aquellos que la ley autorice (Ley 1563 de 2012, art.1°, Colom). 
 
Sobre este punto, el legislador se tomó el trabajo de emitir una definición legal en la cual se 
consagra expresamente la naturaleza del arbitraje como método alternativo para la solución de 
conflictos, implica de suyo el reconocimiento sobre la existencia de otros en el ordenamiento 
local. 
  
A su vez la Honorable Corte Constitucional lo define así: “… consiste en un mecanismo jurídico 
en virtud del cual las partes en conflicto deciden someter sus diferencias a la decisión de un 
tercero, aceptando anticipadamente sujetarse a lo que allí se adopte”. 
 
Esta definición de la Corte reconoce al arbitraje como mecanismo heterocompositivo, en donde 
las partes están aceptando someterse a la decisión que este tercero adopte, teniendo en cuenta que 
la ley autoriza que los árbitros ejerzan esta función pública, le atribuye a la decisión que estos 
adopten, en virtud de ella, la consecuencia jurídica de tener efectos de cosa juzgada para el caso 
particular (Pineda, 2017, p. 35). 
 
En la misma decisión el máximo Tribunal Constitucional señaló que de la regulación 
constitucional y de su interpretación, se infería adicionalmente que, la figura del arbitraje tenía 
claros límites en cuanto a su ámbito material y temporal, ya que no todos los asuntos podían ser 
sometidos a su conocimiento de forma genérica, y dio como ejemplo, aquellos asuntos 
relacionados con el estado civil de las personas, ya que, entre otros aspectos, tiene un carácter 
transitorio para su trámite. 
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Estas conclusiones fueron atendidas por el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional - 
expedido con posterioridad -, al retomar la restricción sobre el ámbito material a los asuntos de 
libre disposición o aquellos que la ley autorice. 
 
6. Hacia un Arbitraje Comercial Internacional: Transparente y Eficaz  
Los arbitrajes internacionales suelen congregar actores de diversas culturas u orígenes, razón por 
la cual se hace necesario, para un exitoso desempeño del arbitraje comercial internacional, 
recoger las buenas prácticas internacionales, uniformemente aceptadas y que se encuentran 
reflejadas en diversas reglas aplicables tanto para árbitros, como para los abogados, las partes y 
el secretario del tribunal arbitral y que han ido desarrollándose especialmente en las últimas 
décadas (Figueroa, 2016, p. 1). 
 
Las buenas prácticas en el arbitraje comercial internacional buscan fortalecer la confiabilidad en 
el sistema arbitral y asegurar la eficiencia, economía y transparencia del procedimiento arbitral. 
Teniendo en cuenta que el árbitro carece del poder de coacción del Estado, es muy importante 
que todos los involucrados tengan una conducta colaborativa para que el arbitraje no pierda su 
razón de existir, o sea, una solución expedita, segura, especializada, confidencial y económica. 
 
La Cámara de Comercio Internacional (CCI) realizó importantes cambios en su Reglamento de 
Arbitraje. Los cambios incluyen la introducción de un procedimiento acelerado para las 
pequeñas reclamaciones, así como enmiendas generales para racionalizar la elaboración del acta 
de misión, y proporcionar una mayor transparencia al proceso de arbitraje. El procedimiento 
abreviado se aplicará automáticamente a los conflictos de menos de 2 millones de dólares. En 
este caso, entre otras características: a) el Tribunal nombrará normalmente un árbitro único, 
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independientemente del acuerdo de arbitraje y los laudos se dictarán en seis meses, con prórrogas 
en circunstancias limitadas y justificadas; b) no habrá Acta de Misión; c) el tribunal tendrá 
discreción para decidir el caso en los documentos solamente, sin audiencia, si no hay peticiones 
para producir documentos, y sin examen de los testigos; d) se establecen costos reducidos. Bien 
entendido que las ventajas del procedimiento abreviado también pueden ser efectivas en casos 
más grandes si las partes así lo acuerdan (Fernández, 2016).  
 
La revisión del Reglamento CCI de 2012 es parte de una serie de medidas tomadas por la 
institución para hacer procedimiento de arbitraje más rápido y eficaz desde enero de 2016. Entre 
estas figuran las referidas a garantizar la transparencia y la eficacia de los arbitrajes 
internacionales a través de la Nota-Guía sobre la divulgación de conflictos de interés de los 
árbitros y la creación de una lista pública de árbitros y los casos en los que participan, así como 
la aceleración de los plazos para la elaboración del laudo. (Correa, 2016). 
 
La transparencia se ha convertido en una de las mayores expectativas del arbitraje internacional 
comercial. En efecto, ella puede abarcar muchos aspectos del arbitraje que van desde la 
participación de terceros en el procedimiento arbitral hasta el comportamiento de las partes y de 
los árbitros, particularmente cuando éstos hacen sus declaraciones de imparcialidad e 
independencia, pasando por el difícil tema de la publicidad de las decisiones arbitrales. 
 
Bajo la idea universal de ganar transparencia en el arbitraje comercial internacional, la CCI ha 
aprobado unas nuevas medidas consistentes en publicar en su página web los nombres, la 
nacionalidad y el rol desempeñado en el arbitraje (presidente o co-árbitro) de los árbitros, así 
como si su nombramiento proviene de las partes o de una designación hecha por la Corte.  
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Teniendo en cuenta que los arbitrajes CCI no son públicos, en la página web se dará la menor 
información relativa al caso, evitando así particularmente que aparezcan los nombres de las 
partes y otros elementos por los que puedan ser identificados. Solamente el número del caso será 
publicado. Esta información será pública hasta que el caso termine, y será actualizada en caso de 
que la composición del tribunal cambie. Sin embargo, si hay cambios, los motivos de la partida 
de los árbitros no serán anunciados. 
 
Esta medida ayudará a promover la transparencia de los árbitros y a facilitar la escogencia de 
futuros árbitros por las partes. La CCI espera diversificar los arbitrajes en un doble aspecto: 
regional y de género. Sin embargo, es una lástima que las razones de cambios en la constitución 
del tribunal no sean públicas, pues si de transparencia se trataba, ello hubiera permitido a las 
futuras partes identificar el comportamiento de los árbitros e identificar sus mejores opciones. 
 
Otra de las medidas se refiere a la eficacia de los arbitrajes CCI, particularmente a lo que se 
espera del tribunal arbitral. Para nadie es un secreto que muchos tribunales tardan demasiado en 
rendir sus laudos finales y esto perjudica seriamente la figura del arbitraje comercial 
internacional que se ha consolidado en el mundo entero gracias a su eficacia con relación a las 
jurisdicciones internas de los Estados. La tardanza en rendir los laudos no solo afecta la eficacia 
en sí, sino que trae repercusiones graves a niveles de costos, pues entre más dura el arbitraje más 
costoso resulta para las partes. 
 
Con las nuevas medidas para promover la eficacia, la CCI espera que los tribunales colegiados 
rindan sus laudos tres (3) meses después de la última audiencia sustancial o de los últimos 
memoriales escritos después de dichas audiencias o dos (2) meses después de los mismos hechos 
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para los tribunales constituidos por un árbitro único. Solo bajo circunstancias excepcionales, que 
vayan más allá de la voluntad de los árbitros y se salgan de su control, la Corte puede acordar 
plazos para dictar el laudo. Los laudos parciales y otras medidas que sean tomadas por el tribunal 
durante el curso del arbitraje y hayan dado lugar a retardos serán igualmente tenidas en cuenta 
para calcular los retardos. 
 
Estas medidas sin precedente en la CCI son importantes porque las instituciones recuperaran la 
valiosa característica de la eficacia en el arbitraje comercial internacional. Además, cabe señalar 
que tampoco se trata de que las medidas adoptadas no son sólo de tipo sancionador, sino que 
tienden a promover y estimular el trabajo serio y ágil de los tribunales que de una manera 
expedita logren conducir el arbitraje y rendir laudos finales autorizando 
 
El nuevo Reglamento de Arbitraje insiste en el impulso de las características propias del arbitraje 
CCI con una preocupación especial en que el proceso regulado sea ágil y flexible. Se mantienen, 
pues el acta de misión y la revisión del laudo por parte de la Corte, pero se incorporan una serie 
de prácticas aplicadas por la Secretaría de la CCI en materia de arbitrajes complejos. Entre las 
novedades al procedimiento general figuran dos de cierta relevancia. En primer lugar, la Corte 
facilitará a las partes que así los soliciten sus razones para nombrar, confirmar, recusar o sustituir 
árbitros, en un marcado esfuerzo por incrementar la percepción de responsabilidad y 
transparencia del funcionamiento de la Corte. En segundo lugar, el plazo para firmar el acta de 




Al margen de lo anterior, la reforma pretende, en esencia, tres objetivos: a) Adaptar el 
Reglamento a la creciente complejidad de las controversias que se presentan y a la necesidad de 
obtener medidas provisionales urgentes; b) Reducir los tiempos y costos del arbitraje; y c) 
Contemplar las posibilidades del arbitraje de inversión. 
 
Una de las aportaciones más relevantes a la práctica arbitral en las revisiones al Reglamento es el 
acta de misión, un documento del tribunal arbitral que determina el marco general sobre el que se 
desarrollará el procedimiento, y que suele incorporarse en los modernos reglamentos arbitrales 
para asegurar la efectividad del arbitraje. (Fernández, 2017). 
 
Conclusiones 
En principio, las partes, en ejercicio de la autonomía privada y libertad negociar, pueden pactar 
que las controversias derivadas de su contrato de agencia mercantil sean resueltas mediante 
arbitraje internacional y con fundamento en un derecho sustancial extranjero aplicable a dicho 
contrato. Ello también implica distinguir entre la posibilidad de pactar el arbitraje internacional y 
el hecho de que los tribunales arbitrales deban o no aplicar la ley colombiana a los méritos de la 
controversia (C.C.B., 2017). 
 
Los tribunales arbitrales internacionales, por diversas razones explicadas en este artículo, no 
estarían obligados a aplicar la ley colombiana a los méritos de la controversia, como quiera que 
las normas de orden público de protección a los agentes comerciales colombianos, no encajarían 
en la noción restrictiva de “orden público internacional” o, incluso, de “orden público realmente 
internacional”, que es la noción aplicable en el arbitraje para limitar la estipulación de un 
derecho sustancial a un contrato. 
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La protección otorgada por la ley colombiana al agente mercantil, es la principal preocupación 
legal de las partes, al poner en marcha un sistema de distribución de bienes o servicios. 
 
El arbitraje internacional, como mecanismo por excelencia para la solución de controversias,  
puede eliminar la referida protección (Iceland, 2005, p. 25). 
 
En cuanto al reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales extranjeros en Colombia, la Corte 
Suprema de Justicia ha adoptado un criterio restrictivo del orden público, afín a la noción de 
orden público internacional. Por ello, parecería no haber problema con el exequátur de laudos 
arbitrales extranjeros, en los cuales se haya resuelto una controversia en un negocio de agencia 
mercantil a la luz de normas extranjeras. 
 
Frente al pacto arbitral como negocio jurídico tenemos que, aun cuando la tendencia se considera 
como tal no es novedosa y que a pesar de que no se ha aceptado a tal punto, dicha tendencia 
viene haciendo un gran eco en nuestro ordenamiento jurídico, dados los grandes avances tanto 
desde la academia, la doctrina y desde luego desde las decisiones de nuestro jueces, para 
terminar hoy por hoy con un señalamiento expreso de arbitraje como negocio jurídico (artículo 
13, Ley 1563 de 2012). 
 
El convenio arbitral es la manifestación de la autonomía privada de las partes ya que a través de 
ella se permite, por una parte, apartarse de la necesidad que implica una solución judicial. Por 
otra parte, también se sostiene que a falta de acuerdo de las partes acerca del arbitraje deberá 
iniciarse el método heterocompositivo del procedimiento judicial. 
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Las buenas prácticas en el arbitraje comercial internacional buscan fortalecer la confiabilidad en 
el sistema arbitral y asegurar la eficiencia, economía y transparencia del procedimiento arbitral. 
 
El Reglamento de la CCI contiene las reglas que definen y regulan la conducción de los 
arbitrajes de principio a fin; incluyendo entre otras actuaciones, la presentación de demandas, 
constitución de tribunales arbitrales, conducción de procedimientos, la rendición de laudos y la 
determinación de los costos. 
 
La revisión del reglamento CCI de 2012 es parte de una serie de medidas tomadas por la 
institución para hacer procedimiento de arbitraje más rápido y eficaz desde enero de 2016. Entre 
estas figuran las referidas a garantizar la transparencia y la eficacia de los arbitrajes 
internacionales a través de la Nota-Guía sobre la divulgación de conflictos de interés de los 
árbitros y la creación de una lista pública de árbitros y los casos en los que participan, así como 
la aceleración de los plazos para la elaboración del laudo. 
 
El 1 de Marzo de 2017 entró en vigor la última revisión del Reglamento de la Corte Internacional 
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acta de misión, y proporcionar una mayor transparencia al proceso de arbitraje.  
 
Es importante señalar que las medidas adoptadas por la CCI para aumentar la Transparencia y 
Eficacia en el Arbitraje de Comercio Internacional no son sólo de tipo sancionador, sino que 
tienden a promover y estimular el trabajo serio y ágil de los tribunales que de una manera 
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